BOLETIN Nº 242�10 (S)





INFORME DE LA COMISION DE RELACIONES EXTERIORES, ASUNTOS INTERPAR-LAMENTARIOS E INTEGRACION LATINOAMERICANA, RECAIDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO RELATIVO AL TRATADO DE EXTRADICION Y ASISTENCIA JURIDICA MUTUA EN MATERIA PENAL ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.





HONORABLE CAMARA:





	Vuestra Comisión de Relaciones	Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana pasa a informaros el proyecto	de acuerdo relativo al Tratado indicado en el epígrafe, sometido a la consideración de la H. Cámara, en segundo trámite después de haber sido aprobado por el H. Senado,	por unanimidad y sin trámite de Comisión, en su sesión del 5 de marzo del presente año.





I.� ANTECEDENTES GENERALES.





Las tendencias fundamentales en el Derecho Internacional de la Extradición se orientan hacia una estrecha cooperación entre los Estados para ampliar el ámbito de los delitos extraditables y perfeccionar los procedimientos correspondientes, sin perjuicio de salvaguardar los derechos individuales.





Este Derecho lo conforman los tratados multilaterales o bilaterales que los Estados celebran con el objeto de regular su procedencia, cuyos principios básicos comunes se concretan en disposicio�nes como las siguientes:





� Los delitos que dan lugar a la extradición se determinan expresamente; por lo general se admite para los delitos comunes y se rechaza por los delitos políticos o conexos;





� La nacionalidad del delin�cuente es una circunstancia importante, pues permite que sea denegada la extradición de los nacionales y concedida la de los extranjeros;





� En casos de urgencia se autoriza la detención preventiva del reclamado, por plazos breves que fija el tratado respectivo, y





� Para el estudio de la solici�tud de extradición es necesario que el requerimiento presente sentencia condenatoria o mandamiento de pri�sión y que el delito que motiva la solicitud está incluido entre los que autorizan la extradición, según el tratado.





La mayoría de los tratados bilaterales de extradición suscritos por nuestro país, lo han sido con Países Latinoamericanos: Bolivia (1910); Brasil (1935); Colombia (1914); Ecuador (1897); Paraguay (1897); Perú (1932); Uruguay (1897), y Venezuela (1962).





El principal tratado multilate�ral en la materia es la Convención Americana sobre Extradición, suscrita en Montevideo el año 1933, por 20 países de la Región, incluidos Chile y los Estados Unidos Mexicanos. Esta Convención fue promulgada en el país por decreto supremo del Ministerio de Relaciones Exteriores Nº 942, de 1935.





A estos tratados debe remitirse el juez nacional para decidir sobre la procedencia de las solicitudes de extradición pasiva o activa, en conformidad con los artículos 637 y 651 del Código de Procedimiento Penal.





	El mensaje de S.E. el Presiden�te de la República, junto con hacer el análisis de las disposiciones del Tratado de Extradición suscrito con los Estados Unidos Mexicanos, señala que el instrumento es importante para permitir una eficaz acción en contra de quienes Infringen las normas jurídicas.





Anota, además, que este Convenio ha sido suscrito en el marco de un creciente acercamiento recíproco que ha permitido la suscripción de diversos tratados.





Al respecto cabe señalar que durante la visita que hizo a México el Presidente de la República, en fecha reciente, se suscribieron los instrumentos siguientes:





� Un acuerdo de complementación económica que permitirá llegar al establecimiento de un régimen de libre comercio entre ~e países, actualmente en negociación;





� Un convenio de cooperación cultural y educativa y otro de cooperación científica y tecnológica;





� Un convenio para combatir el narcotráfico y la fármacodependencia, y





� Un acuerdo de cooperación pesquera que permitirá definir las grandes áreas de la cooperación pesquera bilateral.





II.� IDEA MATRIZ 0 FUNDAMENTAL DEL PROYECTO DE ACUERDO.





El Ejecutivo ha propuesto aprobar un tratado internacional denominado "Tratado de Extradición y Asistencia Jurídica Mutua. en Materia Penal entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, suscrito en la Ciudad de México, el 2 de octubre de 1990, copia del cual se acompaña como documento anexo de este informe.





Dicho tratado la H. Cámara sólo puede aprobarlo o desecharlo, sin modificar sus disposiciones, conforme lo dispuesto por el Nº 1 del artículo 50 de la Constitución Política.





III.� RESEÑA DEL TRATADO EN TRAMITE.





Este instrumento internacional consta de 3 títulos. El primero, referido a la Extradición (artículos 1 al 23); el segundo, trata de la Asistencia Mutua en materias de procedimientos penales (artículo 24 a 37), y el tercero, se ocupa de las "Disposiciones Finales* (artículos 38 al 41).





A.� normas sobre extradición.





Las materias referidas al pro�cedimiento de extradición que el Tratado regula son las siguientes:





1.� Serán objeto de extradición los individuos contra los cuales se haya iniciado un procedimiento penal o sean requeridos para la ejecución de una pena privativa de libertad Impuesta judi�cialmente como consecuencia de un delito (artículo l).





2.� Los delitos que autorizan la extradición son:





� Los sancionados con una pena privativa de libertad cuyo mínimo sea superior a un año. Si se trata de extraditar a un condenado, se requerirá que la pena que falte por cumplir no sea inferior a seis meses (artículo 2), y





	� Los incluidos en convenios multilaterales en los que ambos países sean Parte y estén debidamente Incorporados a su derecho Interno (artículo 3).





	Los delitos que no autorizan la extradición son:





� Los delitos políticos considerados como tal por la Parte requerida, y los conexos con ellos.





No se considerarán como tal los delitos de homicidio u otros delitos contra la vida, la integridad física o la libertad de un Jefe de Estado o de Gobierno o de un miembro de su familia (Nº 1 del artículo 4).





� Los delitos comunes tampoco darán lugar a extradición cuando haya motivo para suponer que ella ha sido solicitada con la finalidad de perseguir o castigar a un individuo a causa de su raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas o cuando la situación del individuo pueda ser agravada por estas causas (Nº 2 del artículo 4).





� Los delitos estrictamente militares también quedan excluidos de la extradición (artículo 5).





4.� La extradición podrá ser denegada en los casos siguientes:





� Cuando el individuo tenga la nacionalidad del Estado requerido, caso en el cual éste debe someterlo a proceso si lo solicita el Estado requirente (artículo 6).





� Cuando el Estado requerido sea competente según su ley interna para conocer del delito que motiva la solicitud de extradición (artículo 7).





� Cuando el individuo ha sido ya juzgado por la Parte requerida y por los mismos hechos (artículo 8).





� Tampoco será concedida la extradición cuando la responsabilidad penal o la pena se hubieren extinguido por prescripción u otra causa (artículo 9).





� Lo mismo cuando la Parte requirente aplique al delito que motiva la solicitud la pena capital o una pena mayor al máximo establecido para la privación de la libertad en la legislación del país requerido, a menos que éste obtenga garantías de que no se impondrá la pena de muerte o que la pena mayor privativa de libertad no excederá el máximo per�mitido por la ley del Estado requerido (artículo 10).





� Por último, no se concederá la extradición para someter al individuo en el país requirente a un tribunal de excepción ni tampoco para cumplir una pena dictada por 61 (artículo 11).





5.� La solicitud de extradi�ci6n, tramitada por vía diplomática, debe ser acompaña�da de documentos que permitan, en lo sustancial, el co�nocimiento circunstanciado de los hechos constitutivos de delito y de los cuales se acusa al Individuo reclamado. Además, deben adjuntarse copias de la resolución judicial respectiva y de las leyes penales correspon�dientes al delito, su penalidad y plazos de pres�cripción.





Respecto del individuo reclama�do debe probarse su identidad, nacionalidad y, en lo' posible, su localización (artículos 11, 12 y 13).





6.� Limitarán las facultades jurisdiccionales del Estado requirente que ha obtenido la extradición, las circunstancias siguientes:





� La persona extraditada no podrá ser sometida por la Parte requirente a un tribunal de excepción (artículo 11).





� El individuo extraditado no podrá ser procesado, juzgado o detenido por un hecho anterior y diferente al que hubiese motivado la extradición, salvo que la Parte que lo haya integrado preste su consentimiento o cuando el inculpado, estando en libertad de abandonar al territorio del Estado que lo requirió, haya permanecido en 61 más de 45 días sin hacerlo (Nº 1 del artículo 15).





� El cambio de calificación de los hechos que han motivado la extradición sólo podrá hacerlo el Estado requirente cuando los elementos constitutivos del nuevo delito también hubieren dado lugar a la extradición (N2 2 del artículo 15).





El Estado requirente no podrá otorgar la extradición del individuo reclamado a un tercer país sin el consentimiento del Estado requerido (artículo 16).





7.� El Estado requirente tendrá derechos a solicitar la detención preventiva de la persona reclamada, la que deberá  ser revocada si en el plazo de dos meses no es formalizada la solicitud de extradición, aportando los documentos probatorios que deben ser acompañados en toda solicitud de esta especie. (artículo 17).





8.� En el caso de solicitudes de extradición concurrentes entre una de las Partes y otros Estados, la parte requerida resolverá teniendo en cuenta especialmente la gravedad relativa de los hechos, el lugar de los delitos, las fechas de las solicitudes, la nacionalidad del individuo y la posibilidad de una extradición ulterior. En estos casos, siempre se deberá dar preferencia a la solicitud presentada por un Estado con el cual existe un tratado de extradición (artículo 18).





9.� La decisión recaída en la solicitud de extradición se comunica por vía diplomática a la Parte requirente y si es negativa, total o parcialmente, deberá ser motivada (Nºs. 1 y 2 del artículo 19).





10.� La entrega del reclamado deberá llevarse a cabo dentro de los sesenta días siguientes a la fecha de la decisión recaída en la solicitud de extradición y si dentro de ese plazo no es recibido por la Parte requirente, será puesto en libertad y, en tal caso, una nueva solicitud por el mismo delito podrá ser denegada (Nº 3 y 4 del artículo 19).





La entrega también podrá ser retrasada cuando el individuo reclamado deba ser juzgado o deba cumplir una pena por un delito diferente de aquél por el que se concedió la extradición o cuando sus condiciones de salud pongan en peligro o agraven su estado si el traslado se lleva a efecto (Nºs. 1 y 3 del artículo 20).





La entrega del reclamado, por último, debe hacerse, fundamentalmente, con los objetos que sirvan de medios de prueba, sin perjuicio de los derechos de terceros (artículo 21).





11.� Se reconoce el derecho de tránsito por el territorio de una de las Partes de una persona extraditada que no sea nacional de esa Parte, cuando su extradición haya sido concedida por un tercer Estado a una de las Partes de este Tratado. (artículo 22), y





12.� Los gastos de la extradi�ción en el territorio de la Parte requerida serán de su cuenta; excepto los de traslado del reclamado, que recaerán en la Parte requirente (artículo 23).





3. �	Normas del Tratado relativas a la asistencia jurídica mutua en materia penal.





En el Título II del Tratado se establecen las normas que harán posible la cooperación bilateral en materias judiciales penales. Su objeto fundamental es la realización de investigaciones y diligencias relacionadas con cualquier procedimiento penal incoado por hechos cuyo conocimiento compete a la Parte requirente en el momento en que la asistencia sea solicitada (Nº 1 del artículo 24).





El mensaje de S.E. el Presiden�te de la República señala que esta Asistencia Mutua en materia penal constituye un importante complemento a las normas sobre extradición, que permitirá a los Estados luchar efectivamente en contra de actividades ilícitas y hará más eficaz el ejercicio de la función jurisdiccional.





Cabe agregar que esta asisten�cia, por los términos en que ha sido convenida, será posible en todos los procedimientos penales, de modo que excede el ámbito de la extradición.





No será aplicable esta asisten�cia mutua en casos de contravenciones o faltas ni tampoco en los delitos políticos o sujetos a la jurisdicción militar (Nº 2 del artículo 24).





Cuando se trata de infracciones políticas o fiscales o cuando su cumplimiento se considere contraria al orden público, ella podrá ser rehusada (artículo 25).





Lo sustancial a destacar en este informe es que el Tratado se remite a la





legislación nacional del Estado requerido a propósito de las materias siguientes:





	- Cumplimiento	de las solicitudes de asistencia;





� Entrega de decisiones judi�ciales o de documentos relativos a actos procesales;





   	� Comunicación de antecedentes penales de una persona, y





			�	Actuaciones que podrán efectuar	 los	Cónsules	(artículos 26, 29, 35 y 37, respectivamente).





C.� Disposiciones finales.





Estas normas del Título III del Tratado se refieren a la dispensa de legalización de los documentos transmitidos en cumplimiento de sus disposiciones (artículo 38); a la vía diplomática como recurso para la solución de diferencias entre las Partes derivada de la aplicación del Tratado (artículo 39); a su vigencia, denuncia y revisión (artículos 40 y 41).





El Tratado regirá desde su ratificación y se mantendrá vigente mientras no sea denunciado por una de las Partes. Podrá ser aplicado a las extradiciones solicitadas después de su entrada en vigencia, cualquiera que sea la fecha del delito.





IV. � DECISION DE LA COMISION.








En el estudio hecho por la Comisión participaron el señor Ministro de Justicia, don Francisco Cumplido Cereceda, y el señor Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, don Eduardo Vío Grossi.





El señor Ministro destacó, en lo sustancial, que este instrumento internacional es semejante a otros tratados de extradición celebrados por el país y que la Asistencia Mutua en materias penales será muy útil a la Administración de Justicia en ambos países.





El señor Director Jurídico del Ministerio de Relaciones Exteriores, por su parte, se refirió principalmente, a las innovaciones que este tratado bilateral introduce en el régimen de extradición entre ambos países, actualmente regidos por la Convención Americana sobre Extradición, de 1933; de las cuales nos ha parecido importante señalaros las siguientes:





� El Tratado amplía y precisa la norma que excluye del delito político el atentado en contra del Jefe de Estado o sus familiares, agregando los delitos de homicidio u otros contra su vida, integridad física o libertad.





� Entre las causales que permiten denegar la extradición, el Tratado agrega, la falta de garantías previas suficientes de que no se impondrá al extraditado la pena de muerte, o la pena mayor, sino la de prisión que no exceda la máxima prescrita en la legislación del país requerido. Agrega, además, como causal que autoriza el rechazo de la extradición, la suposición fundada de que aún otorgada por un delito común ella pueda tener por finalidad perseguir o castigar a un individuo a causa de su raza, religión, nacionalidad u opiniones políticas o bien que la situación del extraditado se pueda ver agravada por esos motivos.





En vuestra Comisión hubo consenso en considerar que la inserción del país en una sociedad Internacional moderna, caracterizada por la libre circulación de las personas y de los bienes, requiere de una estrecha cooperación Internacional para reprimir oportunamente a quienes infringen las normas jurídicas, para lo cual un tratado de extradición y de asistencia mutua como el que os informamos puede ser un instrumento eficaz.





Por los antecedentes expuestos y por los que os señalará el señor Diputado Informante, vuestra Comisión acordó, por unanimidad, recomendaros la aprobación del "Tratado de Extradición y Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos", para lo cual os sugiere adoptar el proyecto de acuerdo, en los mismos términos en que lo hizo el H. Senado.





V.- TEXTO DEL PROYECTO DE ACUERDO APROBADO POR LA COMISION.





	Dicho texto es el siguiente:





	PROYECTO DE ACUERDO:





"Artículo único.� Apruébase el Tratado de Extradición y Asistencia Jurídica Mutua en Materia Penal entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de los Estados Unidos Mexicanos, adoptado en la Ciudad de México el 2 de octubre de 1990.".





VI.� DESIGNACION DE DIPUTADO INFORMANTE Y DE DIPUTADO INFORMANTE ALTERNO.





Vuestra Comisión designó Dipu�tado Informante al señor Diputado GUZMAN ALVAREZ, don Pedro, y, por unanimidad, acordó designar Diputado Informante Alterno al señor Diputado YUNGE BUSTAMANTE, don Guillermo, para el caso en que el señor Guzmán Alvarez, por cualquier causa, no pueda cumplir su cometido.





Acordado en sesión del día 3 de julio de 1991, con asistencia de los señores Diputados Pizarro Mackay, don Sergio; Dupré Silva, don Carlos; Le Blanc Valenzuela, don Luis, y Yunge Bustamante, don Guillermo.





	SALA DE LA COMISION, a 3 de julio de 1991.





FEDERICO VALLEJOS DE LA BARRA


Secretario de la Comisión


